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Exp. 1204/2024-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1204/2024

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO, ANTES DIRECCIÓN GENERAL DE NORMATIVIDAD Y CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ


	MAGISTRADO: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., doce de junio de dos mil veintiséis. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1204/2024, promovido por el C. ********** contra actos del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, antes Dirección General de Normatividad y Contralor General del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, el C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo.

II.- Por auto de fecha veintinueve de enero de dos mil veinticinco, se requirió a **********para que aclarara y precisara el acto que reclama consistente en el daño moral y daño psicológico, que refiere en el escrito de demanda.

III.- Por auto de fecha ocho de abril de dos mil veinticinco, se tuvo al promovente del juicio por dando cumplimiento al requerimiento realizado el veintinueve de enero de dos mil veinticinco, y mediante el cual establece con claridad la litis materia de este juicio así como las autoridades demandadas, siendo estas el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, antes Dirección General de Normatividad, y al Contralor General del Estado de San Luis Potosí; y señalando como acto impugnado y prestaciones reclamadas las siguientes

 Acto administrativo impugnado:
a) La falsa acusación, delitos de omisión y abuso de autoridad cometidos por el Director General de Normatividad de la Contraloría General del Estado, en la Resolución definitiva de once de septiembre de 2015, del expediente administrativo de responsabilidades **********.

 Prestaciones reclamadas:

La reparación de los daños ocasionados a mi persona considerando que si se me aplico una multa del doble de los daños que me imputaron, y conforme al PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE EQUIDAD, se considere sea del doble del importe que resulte de la suma $ 6,018,945.00 más el importe del salario que recibi en septiembre de 2012, desde el 18 de agosto de 2015, fecha en que se resolvió la inhabilitación, hasta el día 30 de noviembre de 2022, fecha que se me notificó LA RESOLUCION DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, TERCERA SALA del juicio contencioso administrativo número **********.


Motivo de lo anterior, se admitió a trámite la demanda, ordenandos que con una copia simple de la misma y sus anexos, se corriera traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran la misma, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

III.- Por auto de fecha siete de mayo de dos mil veinticinco, se tuvo al Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado actuando por sí y en presentación del Contralor General del Estado por interponiendo recurso de reclamación en contra del proveído dictado el ocho de abril de dos mil veinticinco en el que se admitió la demanda, por lo que se ordenó remitir a la Sala Superior de este Tribunal el original de las constancias que integran el presente expediente, así como el oficio de reclamación, para el efecto de resolviera lo que en derecho correspondiera.

IV.- Por auto de fecha catorce de mayo de dos mil veinticinco,  se tuvo al Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, por presentando la contestación de la demanda, mismo que se ordenó  reservar, hasta en tanto fuera resuelto el recurso de reclamación anteriormente referido.

V.-
Por auto de fecha veintiuno de enero de dos mil veintiséis, se tuvo a la Sala Superior de este Tribunal por acompañando copia certificada de la resolución dictada en veintitrés de septiembre de dos mil veinticinco dentro del recurso de reclamación **********, en la cual se confirmó el auto de fecha ocho de abril de dos mil veinticinco.


Por otra parte, se ordenó la reanudación del procedimiento contencioso administrativo, por lo que se tuvo  al Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado por contestando la demanda y por realizando las objeciones vertidas en el mismo, ordenándose correrle traslado al promovente del juicio, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas las pruebas de las partes.
Por otra parte, y toda vez que las autoridades demandadas alegan la extemporaneidad en la presentación de la demanda, se le otorgó a la parte actora el derecho para ampliar su demanda, apercibida que de no hacerlo se le tendría por precluido su derecho.
VI.-
Por auto de fecha diez de marzo de dos mil veintiséis, se tuvo a la parte actora por precluido su derecho para ampliar la demanda, en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.
 Por último, se señalaron las doce horas del veintiséis de marzo de dos mil veintiséis, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
VII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos da lectura al escrito inicial de demanda, a los de contestación, asimismo hace relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Se hizo constar que no se desechó ninguna prueba. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas en tiempo, dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta que fueron formulados únicamente por la parte actora; finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí; en virtud de que se trata de una reclamación en la vía contenciosa administrativa de responsabilidad patrimonial, suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- En cuanto a la personalidad de la Parte Actora, se debe precisar que el C. Enrique Agustín Navarro Contreras comparece por derecho propio y efectúa el reclamo de Responsabilidad Patrimonial en contra de diversas autoridades de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, arguyendo los daños que sufrió  respecto a la resolución  del juicio contencioso administrativo número **********, donde era parte actora, tal y como lo señaló en el escrito de demanda.

Por otra parte, compareció a contestar la demanda el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, actuando por sí, y en representación del Contralor General del Estado de San Luis Potosí, justificando debidamente su personalidad y legitimación, toda vez que conforme a lo dispuesto en el artículo 220 párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditó su calidad de compareciente con el nombramiento expedido a su favor, el cual obra a foja 105 del expediente en el que se actúa, respectivamente.

Las documentales anteriormente referidas se les otorga valor probatorio pleno, en términos del artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada es la existencia o inexistencia de responsabilidad patrimonial de las diversas Autoridades de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, de las que se demanda según lo señalado en el escrito de demanda, lo siguiente:
Acto administrativo impugnado:
b) La falsa acusación, delitos de omisión y abuso de autoridad cometidos por el Director General de Normatividad de la Contraloría General del Estado, en la Resolución definitiva de once de septiembre de 2015, del expediente administrativo de responsabilidades **********.

 Prestaciones reclamadas:

La reparación de los daños ocasionados a mi persona considerando que si se me aplico una multa del doble de los daños que me imputaron, y conforme al PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE EQUIDAD, se considere sea del doble del importe que resulte de la suma $ 6,018,945.00 más el importe del salario que recibi en septiembre de 2012, desde el 18 de agosto de 2015, fecha en que se resolvió la inhabilitación, hasta el día 30 de noviembre de 2022, fecha que se me notificó LA RESOLUCION DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, TERCERA SALA del juicio contencioso administrativo número **********.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de reclamación que hace valer la actora, es deber de esta Sala Unitaria, analizar las causales de improcedencia sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada,  conforme a lo previsto en el último párrafo del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado. Habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro No. 221332. Localización: Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.   185. Tesis Aislada. Materia(s): Administrativa. 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.- CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. …”

En ese sentido, se tiene que a juicio de  esta Segunda Sala Unitaria se advierte que en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor literal siguiente:
“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;

…”

Como se advierte, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en contra de las resoluciones que hayan sido consentidas, entendiéndose que hay consentimiento si no se promovió el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí o en su caso la ley de la materia.

En ese sentido, y tal como se advierte del escrito inicial de demanda, en el acuerdo de admisión de la misma, así como la resolución del recurso de reclamación hecho valer por la autoridad demandada en contra del auto de admisión de la misma, en el presente asunto nos encontramos ante una reclamación de responsabilidad patrimonial por lo que la ley que regula el presente procedimiento es la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Ahora bien, es de tener también presente el contenido del artículo 39 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el cual dicta lo siguiente:
“ARTÍCULO 39. El derecho de reclamar indemnización prescribe en un año contado a partir del día siguiente a aquél en que se hubiera producido la lesión patrimonial o en su caso, a partir del momento que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continúo. 
Cuando existan daños de carácter físico o psicológico a las personas, el plazo de prescripción empezará a contar desde la fecha en que ocurra el alta del paciente o la determinación del alcance de las secuelas de las lesiones inferidas.
En el caso de que el particular hubiese obtenido la anulación de actos administrativos, el plazo de prescripción para reclamar indemnización se computará a partir del día siguiente de la fecha de la emisión de la resolución administrativa o de la sentencia definitiva, según la vía elegida”

El artículo anteriormente trascrito señala que el término de prescripción del derecho para reclamar una indemnización, la cual manifiesta que es de un año contado a partir del día siguiente, de conformidad con las siguientes hipótesis. 

1. a aquél en que se hubiera producido la lesión patrimonial, o en su caso, a partir del momento que hubiesen cesado sus efectos lesivos, si fuesen de carácter continuo;

2. cuando existan daños de carácter físico o psicológico a las personas, el plazo de prescripción empezará a contar desde la fecha en que ocurra el alta del paciente o la determinación del alcance de las secuelas de las lesiones inferidas;
3. en el caso de que el particular hubiese obtenido la anulación de actos administrativos, el plazo de prescripción para reclamar indemnización se computará a partir del día siguiente de la fecha de la emisión de la resolución administrativa o de la sentencia definitiva, según la vía elegida.
Ahora bien, en el auto de admisión de la demanda, se señala como acto impugnado la falsa acusación, delitos de omisión y abuso de autoridad cometidos por el Director General de Normatividad de la Contraloría General del Estado en la resolución de once de septiembre de dos mil quince, del expediente administrativo de responsabilidades **********, misma que fue declarada ilegal, en la resolución del Tribunal de Justicia Administrativa, Tercera Sala del Juicio Contencioso Administrativo número **********, manifestando que tuvo conocimiento de la misma el pasado treinta de noviembre de dos mil veintidós.

De lo anteriormente transcrito se desprende que la parte actora manifiesta que tuvo conocimiento de la resolución en la cual basa su demanda de responsabilidad patrimonial el pasado treinta de noviembre de dos mil veintidós.

Por lo que dicho conocimiento del acto impugnado, es suficiente para que la parte actora se encontrase dentro del tercer supuesto mencionado en el artículo 39 de la ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, es decir, en el caso de que el particular hubiese obtenido la anulación de actos administrativos, el plazo de prescripción para reclamar indemnización se computará a partir del día siguiente de la fecha de la emisión de la resolución administrativa o de la sentencia definitiva.

Visto lo anterior, es de resolver que en el caso que nos ocupa se desprende que el día treinta de noviembre de dos mil veintidós la parte Actora de este juicio tuvo conocimiento de la resolución emitida por este Tribunal en el juicio administrativo **********, motivo por el cual se encuentra dentro de la tercera hipótesis del artículo 39 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, es decir que el plazo de prescripción para reclamar indemnización se computará a partir del día siguiente de la fecha de la emisión de la resolución administrativa.

En base a esto, se tiene que el término en el que empezó a correr la figura de prescripción para hacer valer la responsabilidad patrimonial de la Contraloría General de Estado de San Luis Potosí, fue el primero de diciembre de dos mil veintidós; por lo que su plazo feneció el primero de diciembre de dos mil veintitrés.
En las relatadas condiciones, si la demanda como se observa del sello de recibido de este Tribunal, fue presentada el pasado veintinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, es evidente que la misma había prescrito; por lo que su reclamación para reclamar la indemnización patrimonial de las autoridades demandadas, excedió del término legalmente establecido para su presentación.
En consecuencia, toda vez que a la fecha de presentación de la demanda de la parte actora, había prescrito el derecho de la parte actora para reclamar la indemnización en contra de las autoridades demandadas, se procede a dictar el sobreseimiento del presente juicio conforme al diverso numeral 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la Tesis de Jurisprudencia VI.3º.C J/60, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo XXII de diciembre de 2005, la cual a la letra dice:  
“ACTOS CONSENTIDOS SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”
En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa declara el sobreseimiento de este juicio respecto al acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  228, fracción VI, 229 fracción II, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
